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I. Introduccién

La accién publica de la Generalidad en maceria de medio ambiente se sitda en dos
niveles diferenciados. Esta diferenciacién se establece atendiendo a la doble concep-
tuacién con la que el medio ambiente es tratado en la Constitucién.

El articulo 45, vy con relacién al mismo, el articulo 53 del texto constitucional,
.nos oftece una acepcién teleolégica del medio ambiente. La defensa y restauracién del
medio ambiente se impone como un derecho-deber de la persona, como un objetivo
directamente ligado a la calidad de vida, y se configura como principio recror e
informador de toda la accién publica. La funcién pablica del medio ambiente se apoya
en la indispensable solidaridad colectiva. Por ello la proteccién del medio se concibe
constitucionalmente como un principio ético y su desarrollo nos conduce a una nueva
disciplina, la ecoética —R. Martin Mateo— o la érica ambiental —R. Tamames,
encee Otros. )

En el articulo 149.1.23 de la Constitucién, el medio ambiente es tratado como
una materia especifica y, por lo tanto, diferenciada de los restantes sectores materiales
en los que la accidn piblica se divide, de acuerdo con la distribucién de competencias
entre ¢l Estado y las comunidades aurénomas.

Ambas acepciones no pueden ser, sin embargo, separadas del todo. En efecto, si la
nocién de materia que encabeza las dos listas de los articulos 148 y 149 de Ia Consti-
tucién es, para muchos sectores, de dificil determinacién,! en el supuesto que nos
ocupa la determinacién del contenido de la materia concreta, el medio ambiente, es
especialmence dificultosa.

No se pretende en estas notas un intento de concrecién y determinacién del alcan-
ce de la marteria medio ambiente, en el articulo 149.1.23 de la Constitucién, pero si
poner de manifiesto que a efectos de comentar la accién de la Generalidad en los diez

1. El Tribunal Constitucional, ya en la Sentencia de 28 de febrero de 1981, se ha referido a la
«compleja tipelogia» de técnicas que emplea el articulo 149 y, quizds por ello, ha rechazado sistemérica-
mente la adopcidn de criterios generales para definir aquello que se debe entender por materia.

El concepto incluye contenidos muy variados, pero es siempre un elemento sustancial de la compe-
tencia y, por ello, el hecho de saber qué es lo que estd incluido o excluido en una determinada mareria, es
esencial a la hora de decerminar el alcance de la competencia. Como ha destacado $. Mufioz Machado
— Derecho Publico de las Comunidades Aut6nomas, Ed. Civitas, Madrid 1982 — las materias relaciona-
das en los arciculos 148 y 149 de la Constirucién, no estdn elegidas segiin un critetio uniforme. Contra-
riamente a elle, la materia s en ocasiones una actividad publica (relaciones internacionales), un bien
{aguas, minas, patrimonio histfrico), una institucién (expropiacién, responsabilidad), una técnica eco-
némica (planificacién) o una accién reflexiva del Esrado sobre si mismo (Administraciones publicas).
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afios de vigencia del Estaruto, deberemos hacerlo sobre la base de un contenido espe-
cifico, acotado materialmente, que serd el que nos sirva de base para exponer y evaluar
dicha accidn.

Como rasgos més significarivos adelantamos que no se cratard el cema de los espacios
naturales. El concepto espacio natural no figura de manera explicita en la Constitucién, ni
en su articulo 45, ni en la relacién de materias que contienen sus articulos 148 y 149.
Hay, sin embargo, una clara tendencia a considerarlo incluido en el concepte de protec-
cién del medio ambiente que se regula en el citado articulo 149.1.23. Abona esta intet-
pretacién el hecho de que el Estatuto de Autonomia de Catalufia invoca dicho precepro
consticucional cuando asume comperencias exclusivas en mareria de espacios naturales
protegidos, en su arciculo 9.1.10. También resulea significativo, sin embargo, y ello nos
conduciria a una interpretacién contraria, el hecho de que la asuncién de competencias
genéricas en marteria de proteccién del medio ambiente se sicda en el articulo 10.1.6 del
Estarueo con la consiguiente incidencia en el dmbito competencial que ello puede com-
portar, como veremos mds adelante.

Tampoco trataremos los temas conexos, es decir, aquellas materias especificas que
aunque guardan relaciones intensas y campos interactivos con el medio ambiente estdn
constitucionalmente y estacutariamente diferenciadas, tales como el urbanismo, la orde-
nacién del territorio y el litoral, el patrimonio histérico-artistico, la caza y la pesca...

II. Competencias de la Generalidad de Catalufia

1. La Generalidad de Catalufia, como poder piblico auténomo, tiene la obliga-
cién constitucional de informar toda su accién piablica en los principios del reconoci-
miento del derecho de la persona a disponer de un medio ambiente adecuado para su
desarrollo, de velar por la utilizacién racional de rodos los recursos naturales y de
proteccion, defensa y restauracién del medio ambience.

En el dmbito de todas sus competencias territoriales, la legislacién de la Generali-
dad de Caralufia debe concretar, si ha lugar, el contenido y materializacién de este
derecho social, ya sea como derecho subjetivo directamente protegido y exigible, ya
sea como interés leg{timo accionable ante la propia adminiscracién y la jurisdiccidn.

Igualmente, en su funcién ejecutiva o de gestidn debe ponderar e] derecho recono-
cido y ajustarse a los principios y objetivos que la Constitucién le encomienda velar.

La accién ética del medio ambiente se refiere, ademds, y muy especialmente, a los
campos de la formacién, la investigacidn, la divulgacién y, en definitiva, a la concien-
ciacién personal y colectiva del respeto a los bienes y recursos y, en definitiva, a los
ecosistemas natucales.

En el campo de la investigacién merecen especial atencién dos lineas generales:
a} la de las tecnologias limpias, dirigida directamente al criterio prioricario de la
prevencidn y, &) la de las relaciones causales entre la emisién de contaminantes y los
efectos sobre la salubridad del medio y los recursos naturales en general, directamente
dirigida a la determinacién de los criterios de calidad de los bienes ambientales v la
fijacidn de los 1imites maximos tolerables en las emisiones de los diferentes contami-
nantes o vectores ambientales. Lineas de investigacién que forman parte de la mayoria
de los programas de la Comunidad Econémica Europea sobre prevencién en materia de
medio ambiente.
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2. La competencia sectorial sobre proteccién del medic ambiente se asume en la
comunidad aurénoma catalana en el articulo 10.1.6 del Estatuto de Autonomfa, al
establecer que: «en el marco de la legistacién bésica del Estado v, en su caso, en los
términos que la misma establezca, corresponde a la Generalidad el desarrollo legisiaci-
vo y la ejecucién en materia de proteccién del medio ambiente, sin perjuicio de las
faculrades de la Generalidad para establecer normas adicionales de protecciény.

Se trata, pues, de competencias sobre la materia especifica tratada en el aparcado
23 del articulo 149.1 de 1a Constitucién. Competencias que abarcan el nivel legislati-
vo, en el marco de la legislacién bdsica del Estado y, con plenitud, el nivel ejecutivo,
con la potestad complementaria de dictar medidas adicionales de proteccién.

El alcance de la competencia en el nivel legislativo no parece ofrecer dificultades
de interpretacién diferentes de las que presenta, en general, la determinacién del
alcance del concepto legislacién bisica y que ya ha sido ampliamente tratado por la
doctrina y perfilado por la reiterada interpretacién del Tribunal Constitucional. Si
conviene mencionar, sin embargo, las consecuencias que comporta el hecho, apuntado
anteriotmente, de que el Estatuto de Autonomia asuma dicha competencia «en el
marco de la legislacién bdsica del Estado v, en su caso, en los términos que la misma
establezca» ya que, como han puesto de relieve muchos autores —E. Aja; §. Mufioz
Machado— vy el propic Tribunal Constitucional en su Sentencia de 8 de febrero de
1982, cuando se utiliza dicha férmula se sujeta «mds estrictamente la competencia
comunirtaria al marco de la legislacién bésica del Estado». En este caso la Ley esratal
desempefia una doble funcién, define positivamente el contenido de la competencia
autondémica y concreta el sencido de lo que es bdsico en este dmbito material. De esta
forma, a diferencia de los supuestos ordinarios de relacién Ley de bases - Ley de desa-
rrollo, la competencia no hallarfa Onicamente un limice externo en la Ley de bases,
sino también los criterios y directrices de desarrollo.?

No sucede lo mismo, sin embargo, en el nivel ejecutivo o de gescién. Las funcio-
nes piiblicas de gestién han formado parte tradicionalmente de las competencias loca-
les, y muy especialmente de las del municipio. Esce hecho suscita la cuestién de
determinar si dichas competencias son plenamente disponibles por la Generalidad.

La Ley 7/1985, reguladora de las bases del régimen local, nos ofrece, expuesto
muy sucintamente, el tratamiento siguiente:

A) En el arciculo 28 caraloga la actividad de proteccién del medio ambiente como
«propia de otras administraciones piblicas», y otorga al municipio la potestad de
realizar «actividades complementarias».

B) En el articulo 25.2 ¢, impaone al legislador el ororgamiento de competencias al
municipio en maceria de proteccién del medio ambiente,

C} En el articulo 26, y basindose en Ia tipologia de municipios por razén del
nitmero de sus habirantes, les impone la obligatoriedad de la prestacién de los si-
ZUIENTES 5ErVICIOS:

#) En todos los municipios: recogida de residuos y alcanrarillado.

2. Para un estudio amplio y en profundidad de dicho tema ver: Antoni Bayona. Comentario intro-
ductorio al articalo 10 del EAC, de los comentarios sobre el Estatuto de Autonomia de Caralufia, Ed.
IEA, Barcelona 1988, V.II

e
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) En los municipios de méds de 5.000 habitantes, ademds: el tratamiento de los
residuos.

¢} En los municipios de mis de 50.000 habitantes, ademds: proteccién del medio
ambiente.

D) En el articulo 2, se impone a la legislacién sectorial del Estado y de las
comunidades auténomas, que asegure a los municipios y a las provincias su derecho a
intervenir en todos aquellos asuntos que afecten el circulo de sus intereses, y afiade,
muy explicitamente, que las Leyes bdsicas del Estado previstas constitucionalmente
deberin determinar las competencias que ellas mismas atribuyan o que, en todo caso,
deben corresponder a los entes locales en la materia que regulen.’

Tampoco es éste el momento de tratar a fondo dicha cuestién, pero si que es
preciso poner de relieve que la accién publica de la Generalidad en esta maceria debe
respecar las competencias atribuidas a los entes locales que tienen garantizada consti-
tucionalmente la auconomia por la Ley 7/1985 y las que les pueda atribuir el Estado
en su legislacién bdsica sobre la materia.

La legislacién sobre et régimen local de la Generalidad, y por lo que respecta al
municipio, recoge las determinaciones de la Ley reguladora de las bases.

En lo que se refiere, sin embargo, a la comarca, la Ley 6/1987, de 4 de abril,
establece:

A} Como competencia propia de la comarca, la salubridad piblica y el medio
(arc. 25.1.g).

B) La competencia de la comarca con relacién a los servicios de competencia
municipal (art. 26).

C) La competencia de la comarca con relacién a sus planes territoriales parciales de
ordenacién del territorio.

Por lo que respecta a la Encidad Municipal Metropolitana de los Servicios Hidrdu-
licos y del Tratamiento de Residuos, 1a Ley 7/1987, de 4 de abril, le otorga compe-
tencias de coordinacién sobre los servicios municipales en el dmbito territorial de la
Entidad y la de programar y gestionar los servicios (art. 17).

Finalmente es preciso mencionar, aunque sea también rangencial, otros tres fac-
tores:

1. La aplicacién del, cada vez mas prolifico, derecho ambiental comunitario, El
derecho de la CEE tiene efectos de legislacién interna de los Estados cuando es de
aplicacién directa, y es de incorporacién obligaroria al derecho estatal, con rango
superior a la legislacién ordinaria, cuando, como en el caso de la Directiva, fija unos
objecivos determinados.

3, Esta porestad, atribuida a las Leyes Bdsicas del Estado, fue cuestionada por el Parlamento de
Catalufia y por €l Gobierno de la Generalidad ance el Tribunal Constitucional, y ha sido resuelta en la
Sentencia 2 14/89 con una importante matizacién al declarar inconstitucional el inciso «y en el articulo
2» del arciculo 4.2 de la Ley 7/1985, ya que la postestad del Estado de atribuir directamente competen-
cias a los entes locales desde su legislacidn bdsica se limita al Municipio, la Provincia y la Isla, es decir, a
los entes locales que ven garantizada su autonomia por la Constitucion,
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Y la aplicacién, igualmente, de los Convenios y Tratados internacionales, ratifica-
dos, sobge la materia ambiental.

2. La faculrad de la Generalidad para establecer normas adicionales de proteccién.
Una interpretacién plavsible de dicha facultad nos sitda su alcance en una doble
proyeccién: por una parte supone poder establecer normas de calidad de los recursos y
bienes ambientales (aire, agua, etc.) y limites de emisién de materias, sustancias o
formas de energia, contaminantes, més estrictas o rigurosas que las fijadas en la
legislacién bésica del Estado y, por otra parte, establecer servilismos, prestaciones,
intervenciones administrativas e, incluso, medidas fiscales, no contempladas en la
legislacién bdsica del Estado. Normas, en definitiva, que afecten actividades econ6-
micas radicadas en el territorio de Catalufia y sean mds onerosas para sus ticulares que
las que rigen en el resto del Estado. Estas normas, por efectos de la interaccién
continua de la marteria, proteccién del medio ambiente con la «planificacién de la
actividad econdmica general», con «las condiciones bdsicas que garanticen la igualdad
de todos los espafioles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los
deberes constitucionales» y con la «libertad de circulacién de bienes por todo el
territorio nacional» serdn siempre de dificil encaje en la constitucionalidad.

3. La mayor parte de la legislacién del Estado especifica sobre el medio ambiente
es preconstitucional. Este hecho implica también otra peculiaridad que debe ser to-
mada en cuenta a la hora de evaluar el alcance de la funcién legislativa de la Generali-
dad en esta mareria concrera.

Efeccivamente, y ligado con las consideraciones apuntadas anteriormente, sobre
las consecuencias derivadas del hecho de que la materia de proyecci6n del medio se
sitde en el articulo 10 del Estaturo de Autonomia, es preciso sopesar la interpretacion
doctrinal que mantiene que cuando la comunidad auténoma asume las competencias
sobre una determinada mareria en el marco de la legislacién bésica del Estado y, en su
caso, en los términos de la misma, su funcién de despliegue legislativo no se puede
ejercer hasta que el Estado haya dictado la legislacién bdsica. Este tema se resolvié por
la misma Sentencia de 8 de febrero de 1982 del Tribunal Constitucional al establecer
que la comunidad auténoma puede ejercer su potestad de despliegue legislativo sin
esperar que el Estado dicte la legislacidn bdsica,

I1I. Organizacién administrativa de la Generalidad

Con un mimetismo prdcticamente total en la organizacién administrativa del
Estado, justificado en su dia en el hecho de que facilitaba las transferencias de servi-
cios, la Generalidad organizé sus funciones ambientales en érganos disgregados encre
diversos Departamentos, atendiendo a la naturaleza de las actividades o, en su caso, al
bien ambiental afecrado. Asi, el control de las emisiones potencialmente contaminan-
tes de origen industrial se atribuy6 al Departamento de Industria y Energia, miencras
que el concrol de la calidad del aire, por sus efectos negativos sobre la salud huma-
na, se encomendaba al Departamento de Sanidad y Seguridad Social; el concrol de
la calidad de las aguas continentales al Departamento de Politica Territorial y
Obras Publicas que tenia transferidos los servicios hidrdulicos, la Confederacién Hi-
drografica del Pirineo Oriental y Comisaria de Aguas; la intervencién de las ac-
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tividades clasificadas al Departamento de Gobernacién por su radicacién anterior
en los Gobiernos Civiles; la conservacién de la naturaleza y el control de las activida-
des ganaderas al Departamento de Agriculeura, Ganaderia y Pesca, por cicar los mds
trascendentes. También por mimetismo respecto de la organizacién estaral se crea,
como érgano de coordinacién, la Comisién Interdepartamental del Medio Ambiente
(CIDMA).

Este sistema orgénico es ampliamente criticado por la doctrina ya que el hecho de
situar las funciones de control ambiental de las actividades en el mismo Departamen-
to que tiene encomendado su promocién y fomento comporea, demasiado a menudo,
que ante la casi inevitable colisién de intereses que se plantean, los ambientales cedan
ante los de promocién. Supuestos de sumisién del interés ambiental a los de pro-
mocién de las actividades productivas que se intensifican en periodos de crisis econé-
mica como la que atravesaba nuescro pais a finales de la década de los 70 y principios
de los 80.

La Comisidn Interdepartamental, como 6rgano de coordinacién, tuvo escasa acti-
vidad. Adscrita en su inicio al Departamento de Politica Territorial y Obras Puablicas,
pronto se integré en el Departamento Adjunto a la Presidencia. Con la supresién de
este Departamento en el afio 1984, la CIDMA quedd rtotalmence inactiva. Parte
de sus funciones de coordinacién en materia ambiental fueron asumidas por la Comi-
sibn Central de Industrias y Actividades Clasificadas, adscrita al Departamento de
Gobernacién.

Ciertamente los modelos de organizacién administrativa de la materia ambiental
ensayados en los diferentes Estados son muy numerosos. Desde los modelos sectoriali-
zados, como el descrito en nuestro pafs, hasta los modelos unicarios, en el plano del
Ministerio 0 Agencia Ambiental, pasando por modeles mixtos, y no es inusual cons-
tatar cémo en un mismo Estado se ha pasado de un modelo al otro, para volver al
primero, en periodos cortos de tiempo. El ejemplo de los Estados Unidos es suficien-
temente clarificador; entre los distintos Estados se pueden hallar organizaciones que
responden a la prictica totalidad de los modelos. Lo que se constara en casi todos los
supuestos, incluso en aquellos paises donde la conciencia colectiva y la presién social
en defensa del medio son mds acusados, es que los departamentos de promocién
econbémica recelan de los poderes que acumula el Departamento o Agencia medicam-
biental y son frecuentes las acusaciones de entorpecimientos, retrasos y encarecimien-
to del ejercicio de las actividades potencialmente contaminadoras, Porque, como ya
ha declarado nuestro Tribunal Consticucional, no siempre es ficil establecer el equili-
brio necesario entre el progreso econémico y la defensa de los bienes ambientales
cuando ambos forman parte intrinseca de la calidad de vida (STC 64/1982).

La progresiva intervencién de la Adminiscracién de la Generalidad en la gestién
de los diversos sectores ambientales ha evidenciado cada vez mds, por razones de
eficacia, la necesidad de concentrar en un solo 6rgano las diversas funciones. El proce-
so se inicia con la creacién de dos organismos autdnomos: la Junta de Saneamiento y la
Junta de Residuos. Adscritos ambos al Departamento de Politica Territorial y Obras
Pablicas. Y con la potenciacién funcional de la Comisién Cencral de Industrias y
Actividades Clasificadas, y culmina, mis recientemente, con la creacién de la Direc-
cién General de Medio Ambiente, adscrita igualmente al Departamento de Politica
Territorial y Obras Pablicas, Decreto 360/1988, de 12 de diciembre.

La nueva Direccibn General integra una buena parte de las funciones pablicas




ESTUDIOS 195

medioambientales que corresponden a la Generalidad de Catalufia. Sin embargo, a
pesar de todo, esta reestructuracién orgdnica se ha de calificar de cimida ya que no ha
incorporado tres funciones bdsicas: el control de las emisiones de origen industrial
potencialmente contaminadoras de la acmésfera, que contindan adscritas al Departa-
mento de Industria y Energia; los espacios naturales protegidos, que comparte con el
Departamento de Agricultura, Ganaderia y Pesca; y el saneamiento de las aguas resi-
duales y el control de la calidad de !as aguas, que contintan adscritas a la Direccién
General d4e Obras Hidrdulicas del citado Departamento de Politica Territorial y Obras
Puablicas.

IV. Acci6n de la Generalidad en materia de intervencién administrativa de
las actividades clasificadas

La intervencién administrariva de las actividades potencialmente perniciosas para
el entorno riene como objetivo fundamental el control, accividad por acrividad, de su
incidencia ambiental.

Esta intervencidn de concrol abarca tres acciones piiblicas basicas:

A) Una accién preventiva, que consiste en sujetar el ejercicio de la actividad a la
obtenci6n: #) De una licencia especifica, la licencia de actividades clasificadas, que
somete el proyecro al trimite de evaluacién de su impacto sobre el medio, y 4) La
aucorizacién de funcionamiento, a través del acta de comprobacién, mediante la cual
se constarca el efectivo cumplimiento de las condiciones de la licencia, la eficacia de las
medidas de correccién de las emisiones susceptibles de degradar el medio y las medi-
das de prevencién del riesgo potencial sobre las personas y los bienes.

B) Una accién de inspeccién, dirigida a constatar la permanente adecuacién a las
instalaciones, de las emisiones y de las medidas de prevencién de riesgos a las normas
de calidad y de seguridad vigentes. La dindmica de las actividades, sujeras a un
proceso continuo de adapracién a las nuevas tecnologias y procesos productivos y la
dindmica educariva de las normas de calidad y de seguridad, determinan que esta
funcién sea especialmente impottante.

C) Una accién sancionadora que va desde la multa o sancién pecuniaria hasta la
retirada temporal o definitiva de la licencia, con el consiguience cese en el ejercicio de
la actividad, cuando como resultado de la funcién inspectora se constata el incumpli-
miento de las normas de calidad o de prevencién de riesgos.

Junramente con estas funciones bdsicas, la intervencién de las accividades clasifi-
cadas ha de afrontar otras dos:

1.% La evaluacién de los efectos aditivos. Estd comprobado que el control puntual,
actividad por actividad, no permite una evalvacién suficiente de sus efectos sobre el
entorno, como consecuencia de que, especialmente en los supuestos de concentracién

4. Esta estructura se ha visto superada por la creacién del Departamento de Medio Ambience,
mediante la Ley 4/1991, de 22 de marzo. Sus competencias han sido asignacdas por el Decreto 67/1991,
de 8 de abril.
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de actividades en un sector territorial, —poligonos industriales, por ejemplo— se
produce una acumulacién de emisiones o una porenciacién del riesgo. Esta concen-
teacién de actividades determina que, por efectos de adicidn, se produzca una degra-
dacién ambiental legalmente intolerable y no son, por lo tanto, suficiences las normas
de calidad o de prevenci6n impuestas a cada una de las actividades. En esce caso se
impone realizar evaluaciones sectoriales y establecer legalmente, si ha lugar, unas
normas de calidad mds restrictivas para cada foco emisor o, incluse, prohibir el ejerci-
cio de nuevas actividades en el secror.

2.7 La armonizacin de dicha accién preventiva con los inscrumentos de ordena-
cién del cerritorio y de ordenaci6n urbanistica. La posible colisién entre las normas
urbanisticas y las ambientales se resuelve legalmente otorgando a la licencia especifica
para el ejercicio de actividades clasificadas el cardcrer de previa y vinculante respecto
de la licencia urbanistica de obras y de usos. Esta solucidn provoca implicitamente, en
el supuesco de colisién, una derogacién de las normas urbanisticas. Situacién que se
puede superar en el nivel de planificacién incorporando a la normaciva urbanistica las
prescripciones de la normativa ambiental.

1. Accidn legislativa

Las actividades pablicas y privadas susceptibles de incidir negativamente en el
medio sujetan, como hemos dicho, a la intervencién adminiscrativa del municipio con
la tutela y accién complementaria de la Administracién de la Generalidad de acuerdo
con el «Reglamento de actividades molestas, insalubres, nocivas y peligrosas», de 30
de noviembre de 1961, con relacién al Decreto 2115/1978, de transferencias de servi-
cios del Estado a la Generalidad de Catalufia.

El procedimiento especifico de dicho Reglamento establece la intervencién de la
Administracién de la Generalidad en los expediences para el otorgamiento de la ticen-
¢ia municipal preceptiva mediante la calificacién de la acrividad y la emisién de un
informe con cardcrer vinculante para el Ayuntamiento si es contrario al ejercicio de
dicha actividad. Esta accién de la Administracién de la Generalidad sobre un servicio
municipal, que se justifica por la insuficiente capacidad de gestién del municipio para
evaluar correctamente la potencial perniciosidad de las actividades clasificadas y por el
hecho de que el interés protegido trasciende el dmbito estrictamente municipal, no ha
sido objeto de impugnacién ante el Tribunal Constitucional y hoy halla una habilita-
cién legal en el articulo 62 de la Ley 7/1985, reguladora de las bases del régimen
local.

El Gobierno de la Generalidad, por Decreto del Consejo Ejecutivo nimero
87/1982, de 29 de marzo, aun manteniendo su funcién protectora y tuitiva so-
bre la intervencién preventiva y de control y sancién de dichas actividades, exime
det trimite de calificacidén e informe por la Administracién de la Generalidad a
determinadas actividades atendienda, por un lado, al 4mbito espacial y a la natura-
leza de su incidencia sobre el medio y, por orro lado, a la capacidad de gescidn del
municipio.

Posteriormente, y mediante el Decreto 346/1988, de 1 de diciembre, se descen-
traliza, también para determinadas actividades, en los Consejos Comarcales la funcién
de calificacién e informe que corresponde a la Generalidad.
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Esta funcién de intervencidn preventiva del ejercicio de las actividades potencial-
mente perniciosas para el medio se ha reforzado como consecuencia de la incorpora-
cién de la Directiva 85/337, de 28 de junic de la CEE, sobre Evzlnacidn de Impacto
Ambiental, Esta Directiva se ha incotporado al blogue normativo del Estado mediante
el Real Decreto Legislativo 1302/86, de 28 de junio, y la Generalidad de Caraluiia lo
ha adaptado a sus peculiaridades orgdnicas y de gestién ambiental mediante el Decre-
to 114/1988, de 7 de abril.

En una definicién descriptiva, el concepto legal de evaluacién del impacto am-
biental contiene las notas siguientes:

a) Se endende por impacto ambiental las repercusiones sobre el medio de deter-
minadas accividades humanas.

b) Este impacto es objeto de evaluacidn por la Administracién pablica en la fase
de proyecto, es decir, antes de conceder la autorizacidn para la ejecucion del proyecto.

¢) La evaluacién se efecria basdndose en un escudio de impacto ambiental que
debe incluirse en el Proyecto y debe contener preceptivamente las fechas legalmente
prefijadas.

d) Las accividades sujeras a evaluacidn estdn igualmence determinadas.

¢) El procedimiento de evaluacidn estd igualmente fijado por la Ley y culmina con
la declaracién de impacto.

J) La declaracién de impacto determina las condiciones que se deben establecer,
en la resolucidén a autorizacién para la ejecucién del poyecro, para la adecuada protec-
cién del medio y los recursos naturales.

Estin sometidas, por imperativo legal, a evaluacién de impacto ambiental, aque-
llas actividades humanas que figuran determinadas legalmente.

Los criterios explicitos empleados por el legislador a la hora de decidir la relacién
de proyectos sometidos a evaluacién, son, de acuerdo con el articulo 2 de la Directiva
de la CEE, que puedan tener repercusiones importantes sobre €l medio, debido parti-
cularmence a su nacuraleza, sus dimensiones o su localizacién.

La Directiva de la CEE, en su articulo 4.1 establece que los proyectos que deben
ser someridos obligaroriamente a evaluacién de impacto ambiental son los enumera-
dos en su anexo I: La citada Directiva permite, sin embargo, que los estados miem-
bros puedan, por una parte, ampliar dicho listado (art. 4.2) y, por otra, reducirlo
(arts. 1.5y 2.3).

El Estado ha hecho uso de esta potestad ampliatoria y asi, el Real Decreto legisla-
rivo, en su anexo, recoge todos los proyectos que figuran en el anexo de Ia Direcriva, y
afiade:

— Aeropuertos de uso particular.

— Puertos deportivos.

— Grandes presas.

— Primeras repoblaciones que comporten riesgos de graves transformaciones ecolégi-
cas negativas,

— Extracciones a cielo abierto de hulla, lignito u otros minerales.
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Por su parte, la Generalidad de Catalufia, en su Decreto 114/1988, hace uso
también de su potestad normativa en dicha materia y amplia la relacién de proyectos
de Real Decreto legislativo del Estado, afiadiendo:

— Los puertos pesqueros.

— Diques y otras actuaciones de defensa del dominio piblico maritimo-terrestre,
siempre que el presupuesto de ejecucién por contrata exceda los 500 millones de
pesetas.

— Las instalaciones de tratamiento de residuos urbanos y asimilables, siempre que la
planta haga un tratamiento superior a 300 toneladas/dia. Todas las obras y las
instalaciones que puedan perjudicar notoriamente los valores preservados en los
espacios naturales protegidos, de acuerdo con lo que prevé el Capitulo 3 de la
Ley 12/1985, de 13 de junio, de espacios naturales.

Este Decreto establece, sin embargo, una importante restriccién en el 4mbico de
su aplicaci6n ya que, de acuerdo con su articulo 1, se limita a las obras, las instalacio-
nes y las actividades cuya realizacidn o autorizacién corresponda a la Administracién
de la Generalidad de Cataluiia, tal como se exptesa en la exposicién de mortivos del
propio Decreto, su aplicacién no se extiende a los proyectos de competencia exclusiva
de las administraciones locales de Cacaluna.

Para estas actividades rige, por lo tanto, la legislacién del Estado con cardcter
supletorio. Y ello plantea problemas de determinacién del érgano ambiental compe-
rente. Determinacién que entendemos debe resolverse a favor del 6rgano ambiencal de
la Administracién de la Generalidad por tratarse de una competencia ejecutiva o
de gestién, atribuida como propia de la Generalidad.

Las condiciones expuestas en el ejercicio de la acrividad en la declaracién de im-
pacto ambienral son vinculantes.

La Comunidad Europea asume en dicha marceria las funciones de armonizacién
legislativa y de coordinacién de las actuaciones.

2. Acccidn efecativa
2.1. Acrividades clasificadas normales

La funcién de calificacién e informe de las actividades clasificadas atribuida a la
Administracién de la Generalidad se ejerce de forma desconcentrada, en las Delega-
ciones Territoriales del Gobierno de la Generalidad hasta a creacidén de la Direccién
General del Medio Ambiente, y desde entonces en los servicios territoriales de esta
Diteccién General,? mediante las Comisiones Territoriales de Actividades Clasifica-
das. La Comisién de Barcelona cuenta con una Subcomisidn especifica para el Munici-
pio de Barcelona.

La exencién de calificacién e informe para determinadas actividades en favor de
los municipios se puede evaluar muy positivamente. Son 120 municipios los que
se han acogido a dicha exencién con los siguientes resultados globales, referidos al
afio 1989:

5. Vid. nota 4,
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Actividades calificadas Actividades calificadas
Comisién e informadas por la e informadas por los
Territorial Comisién PIOpIOS ayuntamientos
Ntimero Niimero
Barcelona 3.400 2.200
Gerona 810 ] 270
Lérida 420 338
Tarragona 840 400

2.2. Actividades clasificadas sometidas a declaracién de impacto ambiental

En el periodo de vigencia del Decreto 114/1978, la Comisi6én Central de Activi-
dades Clasificadas, que es el 6rgano ambiental competente en Catalufia, ha formulado
6 declaraciones de impacto ambiencal y otras 3 estin actualmente en trimite. Con
cardcter especifico, y en aplicacién de la legislacién territorial sobre el dominio pibli-
<o hidrdulico se formulan, anualmente, un promedio de 12 declaraciones de impacto
ambiental, referidos especialmente a centrales hidroeléctricas.

Finalmente, y a modo de balance general, se puede afirmar que, a pesar de la
indudable trascendencia de la accién preventiva de la Administracién en dicho tema,
nii los municipios, excepruando loables excepciones, ni la Adminiscracién de la Gene-
ralidad han conseguido que la intervencién piblica sea suficiencemente eficaz para la
proteccién del medio desde esta vertiente del problema. Confluyen toda una serie de
circunstancias en el tema que dificultan la obtencién de resultados sarisfaccorios. En
primer lugar una tramitacién larga y complicada, en segundo lugar una normativa de
insuficiente rango y ya obsoleta y, finalmence, la presi6én, dominante, de la promo-
cién econémica sobre las medidas de proteccién del medio.

A la insuficiente eficacia de la accién preventiva es necesario afiadir la escasa
actuacién en las fases de control posterior del ejercicio de la actividad y la pricri-
camente nula accién sancionadora. Aqui concurren también diversos facrores que
dificultan la accién pablica. La endémica insuficiencia de medios econémicos de la
Administracién municipal, la crisis de muchos sectores industriales y la preferente
dedicacién de recursos dirigidos a incrementar la productividad y competitividad
de las empresas, la dispersién normativa, una escasa presién social organizada y, final-
mente, una también endémica posicién negativa de los 6rganos decisorios de la Admi-
nistracidn ante la imposicién de sanciones.

V. Accién de la Generalidad en materia de aguas

El agua continencal se ha convertido en un bien escaso en dmbitos terricoriales
cada vez mds amplios. La insuficiencia de este recurso natural tiene su origen en dos
causas diferenciadas. Asi es preciso distinguir entre la insuficiencia absoluta o directa-
mente ligada con los caudales disponibles, con independencia de su uso o utilizacién y
la insuficiencia relativa, directamente ligada con su calidad y relacionada con sus usos
o destinacién.
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La accién piblica en este sector se crata, ordinariamente, atendiendo a los dos
supuestos conjuntamente. S6lo el segundo tiene, sin embargo, una relacién directa
con el medio ambiente. Es decir, se incluye en el sector material del medio ambiente
el aspecto relativo a ta calidad de las aguas. Y las normas ambientales de calidad se
refieren y se fijan atendiendo a los usos o destinacién del agua.

La accién publica en materia de medio ambience, referida a la calidad de dicho
recurso, abarca, a la vez, dos funciones distintas, aunque inceractivas. Por un lado, la
funcién o accién de control de calidad dirigida a la intervencidn y a la interdiccidn y,
por otro lado, la funcién publica de depuracién de las aguas residuales.

Aqui nos referimos dnicamente a estas dos funciones atribuidas a los poderes
publicos: velar por la calidad de las aguas y contribuir a la depuracién de las que son
residuales.

Ambas funciones deben referirse a los criterios y normas de calidad del agua que se
fijan en la normariva vigente. Criterios y normas de calidad que pretenden armonizar
dos factores:

a) la naturaleza de las sustancias y formas de energia que alteren su composicién
natural.

#) El uso o destinacién del agua.

El cuadro de variables que resulta de la combinacién de ambos factores es muy
amplio, por el hecho de que la lista de contaminantes es muy numerosa y rambién son
miiltiples los usos a los que se destina dicho recurso natural y que van desde los de
consumo humano hasta los tadicos o de ocio,

A esta situacién debemos afadir el hecho de que, en el concrol de calidad y
previsién sobre las emisiones deben ser tomados en cuenta:

a) Los caudades del elemento receptor, que son variables. Efecto estiaje.

£) La oxigenacién, en tanto en cuanto concribuye a la autodepuracién, especial-
mente de las sustancias orginicas —DBO y DQO - y tamhién variable, incluso en
un mismo elemento recepror.

¢} Los efectos de concencracién de contaminances y de reaccién mutua una vez
incorporados al elemento receptor, entendiendo como tal cualquier agua conrinencal
cotriente o estancada,

Por todo ello, la accién publica preventiva y de concrol resulta extremadamente
compleja.

La delimitacién de las competencias de la Generalidad en esta marteria debe aten-
der, especificamente, a las siguientes peculiaridades:

A) La declaracién de este recurso natural como bien el dominio piéblico estatal
(art. 1.2 Ley de Aguas).

B) La diferenciacién entre aguas que corren integramente por dentro de Catalufia
y las compartidas con otras comunidades auténomas o con Francia (art. 149.1.22 de
la Constitucién.

C) La consideracién de que las aguas continencales superficiales y las subterrineas
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renovables, integradas todas ellas en el ciclo hidrolégico, constituyen un recurso uni-
tario.

D) La variedad y complejidad de las normas de calidad.®

1. Accidn legislativa

La evacuacién y el tratamiento de las aguas residuales se afronta legislativamente
por la Generalidad de Caralufia mediante la Ley 5/1981, de 4 de junio.

También en este caso se trata de establecer la colaboracién de la Adminiscracién
de la Generalidad en la prestacidn de un servicio municipal obligatorio. En un resu-
men esquemdtico, la nueva normativa, siguiendo precedences del derecho comparado,
y especialmente del francés, aborda el problema de la financiacién de las obras puabli-
cas necesarias para una depuracién y eliminacién correcea de las aguas residuales,
mediante el establecimiento de una carifa sobre el consumne del agua y de un canon de
saneamiento. Se fundamenta en el principio de unidad del ciclo del agua, se aplica con
el criterio de solidaridad de todos los usuarios de una misma cuenca hidrogréfica, y
establece una actuacién coordinada entre la Administracién de la Generalidad y los
municipios a través de la creacién de un organismo auténomo, la Junta de Saneamien-
to, encargada de planificar y financiar las obras e instalaciones de tratamiento. Obras e
instalaciones que serdn gestionadas por los entes locales afectados.

Esta normativa serd objeto de ampliacién y de revisién mediante la Ley 17/1987,
de 13 de julio, reguladora de la Adminiseracidén Hidrdulica de Catalufia, ya adaprada
a la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de aguas que contiene la legislacién bisica del
Estado en dicha materia.

La refundicién de los preceptos de la Ley 3/1981 y de la Ley 17/1987 en un texto
Gnico se llev6 a cabo mediante el Decreto Legislativo 1/1988, de 28 de enero.’

2. Accidn ejerntiva

La accidn ejecutiva de la Adminiscracién de la Generalidad abarca los dos aspectos
de intervencién:

a} El control de los verridos, que permanece sujeto al régimen de autorizacién y
de la accién de inspeccién y sancién.

6, El Real Decreto 927/1988, de 29 de julio, incorpora las siguientes directivas de la CEE:
— 75/440, de 16 de junio relaciva a la calidad requerida por las aguas superficiales destinadas a la
produccién de agua potable a los Estados miembros.
— 76/464, de 4 de mayo, relativa a la contaminacién ocasionada por determinadas sustancias peligrosas
vertidas en el medio acudtico de la Comunidad,
— 76160, de 8 de diciembre de1973%, relativa a la calidad de las aguas de bafio.
La Orden de 12 de noviembre de 1987, incorpora las directivas:
— 82/196, de 22 de marzo, relaciva a tos valores limice por los vertidos de mercurio.
— B3/513, id. por los vertidos de cadmio.
— B4/491, id. por los vertidos de hexacloro-ciclohexano.
— 861280, id. por toda una lista de sustancias peligrosas.
Quedan todavia directivas sobre normas de calidad que ain no han side incorporadas. Ejemplo:
Direccivas 80/86; 8B0/778.
7. Es preciso advertir que los arciculos 35.2; 38.1y 38.2 de la Ley 17/1987 estdn suspendidos como
consecuencia de la interposicién de recurso ante el Tribunal Constirucional, per parce del Gobierno del
Estado y la invocacién del articulo 1612 de la Constitucién,
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&) La planificacién, la financiacién y la ejecucidn de las plantas de tratamiento.

Se aprueba el Plan de Saneamiento de Catalufia, que se ejecuta a rravés de 14
planes zonales, en el plano de subcuencas hidrdulicas.

De estos planes zonales, 10 estdn en vigor, y alcanzan una poblacién de
5.865.000 habicantes.

La inversidn prevista por el Plan supera los 350.000.000 de pesetas. A 31 de
diciembre de 1989, el balance de las inversiones realizadas es el siguience:

— Gastos realizados: 38.200.000.000 de pesetas.

— Gastos contraidos: 24.500.000.000 de pesetas.

— Numero de actuaciones realizadas (estaciones depuradoras, colecrores, emisarios
submarinos y estudios técnicos): 165.

— La gesti6n de las plantas se lleva a cabo por los entes locales y supone actualmente
unos costos aproximados de 9.500.000.000 de pesetas que financia la Junta de
Saneamiento.

V1. Accién de la Generalidad en materia de proteccién del ambiente
armosférico

Si la accibn pablica en maceria de proteccidn del agua se ve dificultada por la
mulciplicidad de los factores que abarca y la complejidad del control del cumplimien-
to de las normas de calidad, lo mismo se puede decir de la proteccién del ambiente
armosférico, afiadiendo todavia un nuevo condicionante, ya que si la contaminacién
del agua, especialmente la superficial, se puede medir en un espacio fisico bien deli-
mitado, la contaminacién atmosférica se encuentra diluida en un medio sin barreras y
en movimiento continuo y ercitico. Por ello, a pesar de los adelantos recnolégicos en
los aparatos sensores, la presencia, insalubre ¢ nociva, de sustancias o formas de
energia no se aprecian ordinariamente hasta el momento en que se manifiestan en sus
efectos sobre las personas o los bienes y la accién piblica debe moverse respecto de
dicho recurso natural, con una elevada dosis de especulacidn, teniendo siempre pre-
sente que la correccién de la contaminacién atmosférica es fiel exponente del principio
general segiin el cual, en todos los sistemas de depuracién, la contaminacién no se
elimina sino que se traslada de un medio al otro.

l. Acidn legislativa

La proteccién del ambiente acmosférico se aborda legislativamente a Cataluiia con
la Ley 22/1983, de 22 de noviembre.

El marco de la legislacién del Estado lo constituyen una serie de normas preconstitu-
cionales y, fundamentaimente, la Ley 38/1972, de 22 de diciembre, desarrollada por el
Real Decreto 883/1975, de 6 de febrern, que contiene las normas de calidad del aire.?

8. El Real Decreco 833/75, de desarrotlo de la Ley 38/1972, de 22 de diciembre, ha sido modificada
por los Reales Decreros: 1613/1983, de 1 de agosto, que establece nuevas normas de calidad del aire en la
contaminacién pot diéxido de azufre y parciculas y 717/1987, de 27 de mayo, que establece nuevas
normas de calidad del aire en la contaminacién por diéxido de nitrégeno y plomo.
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La Ley 22/1983, que ha sido posteriormente modificada por la Ley 7/1987, de 5
de junio, establece la discribucién de las competencias entre los diferentes Departa-
mentos de la Administracién de la Generalidad y su articulacién con las que corres-
ponden a las entidades locales de Cataluiia.

Sus aportaciones mds notables son:

A) Establece los instrumentos bdsicos para articular una actuacién preventiva
eficaz de la contaminacién atmosférica.

Estos instrumentos son: los mapas de capacidad y vulnerabilidad del territorio, los
Planes previsorios de medidas que hay que adoptar en supuescos de declaracién de
determinadas zonas en situacién de emergencia ante episodios esporddicos o acciden-
tales de contaminacién y la red de vigilancia y previsin de la contaminacién atmosfé-
rica,

B) Establece los instrumentos bdsicos para articular una actuacién restauradora
eficaz de la concaminacién atmosférica. Estos instrumentos son los planes de actuacién
en supuestos de declaracién de determinadas zonas en sitwacidn de proteccidn especial
cuando los niveles de contaminantes ultrapasan ordinariamente los niveles maximos
legalmente admiridos.

C) Crea el Fondo para la Proteccién del Ambiente Armosférico.
D) Delimica y concreta las competencias de los entes locales.

E) Incrementa notablemente la cuantia de las sanciones.

Esta Ley ha sido desarrollada reglamentariamente mediante el Decreto 322/1987,
del 23 de diciembre, que contiene la regulaci6n del régimen especial aplicable 2 las
actividades industriales potencialmente contaminadoras de la atmésfera y, en su anexo
1, un catdlogo de dichas actividades. Su aportacién mds trascendente es seguramente
la determinacién contenida €n su articulo 8.°, que conecta los mapas de vulnerabili-
dad y capacidad del terricorio con los instrumentos de planificacién territorial y urba-
nisnica.

2. Accidn ejecutiva

A) La accién preventiva abarca dos funciones:

2} El conocimiento de los factores que inciden en la calidad del aire, en todos los
sectores del cerritorio donde se presenta una concentracién de focos emisores de
contaminantes o bien donde se evidencian sus efectos perniciosos.

Esta funcién la asumen los mapas de vulnerabilidad y capacidad del territorio.
Estos mapas estdn en proceso de formulacidn. Se aprueba inicialmente el que se
refiere a la Comarca de El Baix Llobregar.

4) Los planes previsorios de medidas. Estd formulado el que propone el municipio de
Barcelona.

B) La accién restauradora que abarca también dos funciones:

a) La declaracién de zonas de atencién o de proteccibén especial. Han sido declaradas
zonas de proteccidn especial los términos municipales de Montcada 1 Reixac y de
Cassa de la Sevla.
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5) La formulacién de Planes de Actuacién. Estdn en trdmites los Planes de Actuacién
correspondientes a las dos zonas declaradas de Proteccién especial.

En la accién de proteccién del ambiente atmosférico desempefia un papel especial
la Red de Vigilancia y Previsién de la Contaminacién Atmosférica. Dicha Red integra
las redes de los entes locales y, al mismo tiempo, estd incorporada a la Red del Eseado.
Dotada de sensores fijos y méviles permite, en los sectores del territorio mids afecta-
dos, un control puntual de los contaminantes mds bésicos.

Es preciso advertir, sin embargo, que la doracién de la Red es insuficiente tanto
por lo que respecta a su potencia para cubrir todos los dmbicos terricoriales como a la
limicacidn respecto del néimero de contaminantes que puede medir.

VII. Accién de la Generalidad en materia de residuos

El impacto de los residuos sélidos sobre el medio depende directamente de dos
factores: la naturaleza de los residuos y el sistema empleado para su tratamiento.

Ambos factores estdn relacionados, ya que la idoneidad del sistema de tratamiento
depende de la naruraleza de los resiudos que hay que trarar.

El impactoe que ocasionan los residuos inertes sobre el medio, por ejemplo, es
escaso vy, por ello, ofrecen pocas dificultades de tracamiento. Contrariamente a ello, la
perniciosidad del impacco de los residuos téxicos y de los radiactivos exigen unos
sistemas complejos y especializados y rigurosamente controlados.

La relaci6n de los dos factores es especialmente intensa en el caso de que el crara-
miento se dirija a obtener un aprovechamiento, por cualquiera de los numerosos
sistemas que se pueden emplear v que van desde la separacién y reciclaje hasta la
rransformacién con recuperacién de energia.

Finalmente, cabe poner de relieve que el cratamiento de los residuos sélidos es una
funcién piblica, aunque este cardceer es discutido con relacién a los residuos origina-
dos por la industria, la ganaderia y la construccién.

1. Accidn legislativa
1.1. Legislacién de la Generalidad sobre residuos sélidos urbanos

El tratamiento de los residuos sélidos urbanos es una responsabilidad atribuida
legalmente a los municipios, como hemos visto, por la legislacidn del régimen local,
y también por la Ley 42/1975, de 19 de noviembre citada.

Respecto de esta competencia municipal es necesario establecer, sin embargo, una
importante precisién, Tanto la Ley 7/1983, como la Ley 8/1987, de 14 de abril,
Municipal y de Régimen Local de Catalufia, acribuyen la competencia de tratamiento
de residuos sélidos urbanos, como servicio municipal obligatorio, a los municipios de
més de 5.000 habitances,

El hecho de que los municipios de menos de 5.000 habicances tengan la obliga-
cién de recoger los residuos y no tengan la obligacién de rratarlos, obliga a preguntar-
se cudl es la razén por la cval el legislador da esta respuesta tan poco congruente.
Porque, una de dos, o bien considera que en los municipios de menos de 5.000
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habitantes no es necesario el tratamiento, o bien considera que otra Administracién
debe hacerse cargo de los residuos recogidos por la Administracién municipal, y
tratarlos. En cualquier caso, la primera interpretacién seria absolutamente contraria al
objetivo general de proteccién del medio v, a falea de una atribucién expresa a otra
Administracién por la legislacién sectorial, este servicio, complementario del de reco-
gida para los municipios de menos de 5.000 habitnates, debe considerarse acribuido a
la Comarca, por el articulo 27 de la Ley 6/1987, de 4 de abril, sobre la Organizaci6n
Comarcal de Catalufia.

La legislacién de la Generalidad en esta materia se limita al Decreto 64/1982, de
9 de marzo, que desarrolla parcialmente la citada Ley 42/1975, de 19 de noviembre,
sobre residuos sélidos. Este Decrero define las comperencias sobre ia materia de los
diferentes érganos de la Administracién de la Generalidad y establece el sistema de
colaboracién de esta Administracidn con los municipios a través de Consorcios.

Concrariamente al amplio despliegue legislativo de la Generalidad respecto de
los residuos sélidos urbanos de origen industrial, el despliegue, por lo que se refiere a los
residuos sélidos urbanos se muestra insuficiente y, respecto a los residuos de otro
origen: ganaderos, hospitalarios, de la construccién, el despliegue legislativo es nulo.

1.2. Legislacién de la Generalidad sobre residuos s6lidos industriales

El tratamiento de los residuos de origen industrial conscicuye en Caralufia un
problema grave. Los efectos de muchos de estos residuos sobre el entorno y sobre los
recursos nacurales bdsicos son potencialmente perniciosos. Su perniciosidad es notoria
y manifiesta cuando no se tratan de forma idénea, ya sea por una deposicién incentro-
lada sobre el suelo, ya sea por su vertido directo en aguas continentales o maritimas,
ya sea por su incineracién o transformacién en planeas o instalaciones inadecuadas.

La gravedad del problema en Caralufia se evidencia por el solo hecho de constatar
que de una produccién anual de residuos de origen industrial estimada en 3,5 millo-
nes de Tm, sélo unas 800 Tm son tratadas de forma iddnea, es decir, se deponen,
eliminan, recuperan, reciclan o transforman con garantia de control de modo que sus
efectos sobre el entorno se sicdan dentro de las normas legales de calidad.

El Parlamento de Catalufia ha regulado la materia en la Ley 6/1983, de 7 de abril,
sobre residuos industriales. El areiculo 12.1 y 2 de dicha Ley fue modificado por la
Ley 15/1987, de 9 de julio.

Esta Ley desarrolla los principios y criterios basicos de la Ley 42/1975, de 19 de
noviembre, sobre residuos sélidos.

Con posterioridad, y como consecuencia del ingreso de Espafia en la CEE, el
Estado incorpora diversas Directivas de la Comunidad sobre dicha materia, mediante
el Real Decreto Legislativo 1163/86, de 13 de junio, que modifica la Ley 42/75.9

También afecta a dicha materia la Ley del Estado 20/86, de 14 de mayo, bisica de
residuos téxicos y peligrosos, dictada después de la incorporacién de la Directiva del
Consejo de la CEE: 74/403; 78/176; 78/319; 82/29; 85/513; y 84/491, mediante el
Real Decreto Legislativo 2/86, de 4 de agosto.

Es preciso poner de relieve el hecho de que mientras las Directivas de ta CEE y la

9. Esra normariva se ha visto incrementada y en parce modificada por la Ley 21/1991, de 18 de
marzo, de medidas urgentes para la gestién de los residuos industriales.
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legislaci6n bdsica del Estado en esta regulacién de una determinada clase de residuos,
se refieren, atendiendo a su nacuraleza, composicién y efectos, a los residuos téxicos y
peligrosos, la legislacidn de la Generalidad establece una regulacién especifica aten-
diendo a su origen industrial. Esta discordancia presenta una disfuncionalidad entre
ambas normativas, consistiendo en el hecho de que no todos los residuos de origen
induscrial tienen el cardcier de téxicos y peligrosos —residuos especiales en la Ley
catalana— y que hay residuos de cardcter especial con un origen distinto al industrial
—laboracorios, talleres, etc.

Las peculiaridades mds notables de la legislacién catalana, aparte del vacio legal
que se presenta en la regulacién, strictu sensu, de los residuos especiales de origen no
industrial, son:

A) Laregulacién integral de los residuos, desde su origen — productor— hasta su
tracamiento, pasando por las fases de recogida, almacenamiento y transporte, lo que
permite, mediante el sistema de registro de producrores, transporristas y traradores, y
la implantacién de guias de transporte, un control puntual y completo de su gestién.

B) La intervencién activa de la Administracién de la Generalidad con la finalidad
de asegurar una gesti6n idénea. Intervencién que abarca desde la planificacién, pro-
gramacién y promocién de instalaciones y plantas de traramiento, hasta la direcea.
Especial mencidn riene la facultad del Gobierno de la Generalidad para decidir el
emplazamiento de las plantas de cracamiento mediance el uso, en su caso, de la coer-
cién interadministrariva.

2. Accidn ejecutiva
2.1. Accién sobre residuos urbanos

La accién de la Generalidad en residuos sélidos urbanos consiste fundamental-
mente en la cooperacidn econémica y técnica con los municipios.

La cooperacién técnica se inicia con la formulacién de un Plan Director de Resi-
duos s6lidos urbanos, redactado por la Junta de Residuos en el afio 1983 y que no ha
sido aprobado. Basindose en sus indicaciones se han ejecutado, sin embargo, varios
programas de 4mbito comarcal, especialmente en las comarcas de montafia.

La cooperacién econémica se ha llevado a cabo mediante la formulacién de Progra-
mas de Cooperacién Econdmica, especificos para este servicio, e integrados en el Plan
Unico de Obras y Servicios de Catalufia. Las inversiones realizadas comprenden ayu-
das econdémicas a los municipios, mancomunidades, consorcios y Consejos Comarcales
por un total de mds de 2.000 millones de pesetas, distribuidos entre 16 plantas de
tratamiento (vertederos, incineradoras y compostaje), vehiculos de recogida y trans-
porte, maquinaria de tratamiento y contenedores.

Los programas especificos los formula anualmence el Departamento de Medio
Ambiente mediante convocaroria piiblica.

La eficacia de dichos Programas de Cooperacién se ve muy a menudo condicionada
por las dificultades de los entes locales de disponer de lugares idéneos para el emplaza-
miento de las plancas. Dificuleades que surgen como consecuencia de un amplio
rechazo de los ciudadanos a aceptar la instalacién de las plantas de tratamiento en su
término municipal.

De todos modos, es preciso poner de relieve el hecho de que en el afio 1980
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funcionaban en Cacalufia 7 plantas de tratamiento conrrolado y actualmente funcio-
nan 28, que cubren, aproximadamente, un 60 por ciento del territorio, y més de un
80 por ciento de la poblacién.

2.2. Acci6n piblica sobre residuos de origen industrial

La produccién de residuos en Cacalufia ha sido objeto de un estudio muy compleco
por parte de la Junta de Residuos. Segiin estimaciones del Plan Direccor de Residuos
Industriales que ha formulado este Organismo Auténomo,'? la producci6n presenta
las magnitudes siguientes:

@) Residuos especiales, 1.679,954 Tm/afio.
&) Residuos asimilables a urbanos, 982.016 Tm/afio.
¢) Residuos inertes, 1.010.680 Tm/afio.

La capacidad nominal de tratamiento de los residuos especiales (t6xicos y peligro-
sos) en las instalaciones legalmente autorizadas, es de unas 380.000 Tm/afio. El
déficit de infraestruccuras de rracamiento es, por lo tanto, superior al 75 % y afecta a
un volumen aproximado de 1.300.000 Tm/afio. Residuos especiales que se gestionan
de manera inadecuada y que comportan una degradacién progresiva del medio, afec-
tando negativamente muiltiples sectores ambientales, como son: el suelo, las aguas
superficiales, y las subdlveas, el aire, el paisaje, ecosistemas naturales. ..

La Administracién de la Generalidad ha lanzado una serie de programas especifi-
cos dirigidos a garantizar una adecuada gesti6n de los residuos industriales y, funda-
mentalmente, los de naturaleza especial.

Estos programas son:

1. Programa estimulo a actuaciones preventivas en origen.

2. Programa promocién de equipos para tratamiento in sitx de residuos de origen
Gnico o méleple,

Programa desarrollo tecnolégico y asesoramiento técnico.

3

4. Programa bdsico de gestién.

3. Programa tratamienco y eliminacién de aceites lubricantes usados.
6

Programa restauracién de dreas contaminadas.

La aprobacién del Programa Bésico de gestién, que prevé la implancacién de
varias instalaciones de tratamiento en diversas zonas de Catalufia ha originado una
contestacién tanto municipal como comarcal, en las zonas previstas de emplazamiento
y ello ha comportado que el Gobierno de la Generalidad haya anunciado que propon-
drd su tramitacién como Proyecto de Ley, !l

10. Este plan Director de Residuos Industriales fue sustituido por la aprobacitn de la Ley 2171991,
de 18 de marzo, formulada a instancias del Gobierno de la Generalidad.
11. Vid. nota 10.
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VIil. Balance general

1. La accién de la Generalidad en materia de medio ambiente debe ser evaluada
tomando como punto de partida el elevado grado de indeterminacién de sus compe-
tencias. Indeterminacién que se manifiesta, en el émbito de la competencia legisiaci-
va, por la indefinicién, en muchos subsectores, de la legislacién bdsica del Estado y
por la continua y progresiva incorporacién de la normativa de la Comunidad Econd-
mica Europea. Que se manifiesta también en el 4mbito de la comperencia ejecutiva y
de gestién, por la intervencién, por una parte, de Ja Administracién Central, habili-
tada unas veces en la interaccién del medio ambiente con otros sectores materiales de
la accién publica de titularidad plena del Estado o en el hecho de que los efectos
materiales ultrapasen el &mbito territorial de la Generalidad, y otras veces en el hecho
de que la ejecucién afecta a bienes de dominio publico de ritularidad del Escado. Por
otra parte, por la intervencién de los entes locales, habilitada por las competencias
que sobre gestién del medio ambiente le otorga la legislacién de régimen local y la
especifica sobre proteccién del medio ambiente.

2. Laevaluacién de la accién publica de la Generalidad debe atender, en segundo
lugar, a la clara evolucién de su estructura administrativa en dicha materia. A partir
de una disgregaci6én muy acusada de los érganos medicambientales y una escasa
articulacién con los entes locales, se constata un procesc de superacién de ambas
posiciones que evoluciona hacia una concentracién de funciones en un solo érgano, la
Direccién General de Medio Ambiente, y mis ampliamente, en el Departamento de
Pol{tica Territorial y Obras Piblicas, y la creacién de 6rganos de gescién y de colabo-
racién con representacién de los entes locales. '2

3. La accién legislativa abarca prdcticamente todos los sectores ambientales
bisicos. Esta legislacién cubre, con cardcter general, el dmbiro de la organizacién de
fa Administracién de la Generalidad y la delimitacién de las comperencias entre la
Adminiscracién de la Generalidad y los entes locales. Presenta, sin embargo, una clara
insuficiencia en su verciente sustantiva y, producto seguramente de su dispersién, una
acusada desarticulacion,

Esta descoordinaci6n se evidencia entre la normativa reguladora de las actividades
clasificadas, que habilita la intervencién puntual de la Administracién sobre todas las
actividades potencialmence perniciosas, y la diferente legislacién sectorial, que habili-
ta la intervencién atendiendo a los recursos nacurales protegidos (aire, agua, suelo,
espacios naturales...), a los vectores ambienrales (residuos, ruidos y vibraciones, ra-
diaciones...), o a los servicios piiblicos directamente dirigidos a la proteccién del
medio (saneamiento, tratamiento de residuos sélidos, rescauracién de zonas concami-
nadas...).

4. La accibn ejecutiva abarca también pricticamente todos los secrores ambienta-
les. Esta accién presenta resultados muy desiguales entre los diversos sectores. Asi,
mientras se puede constatar una eficacia notable en los sectores del cracamiento de las
aguas residuales y en el del tratamienco de los residuos sélidos urbanos, la eficacia en

12. Vid. nota 4,
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los sectores de protecci6n del ambience atmésferico y en el sector del tratamiento de
restduos sélidos de origen industrial es mucho mds exigua.

Capfirule aparte merecen la accidn en maceria de intervencién de las actividades
clasificadas y la accién en materia de investigacién, formacién, divulgacién, y partici-
pacién pdblica. En materia de incervencién de las actividades clasificadas se ha avan-
zado en el campo de la descentralizacién y en el campo de la eficacia. Ni uno ni otro
campo ofrecen, sin embargo, resultados 6ptimos todavia, En materia de investiga-
cién, formacién, divalgacién y participacién publica, la accién es totalmente insufi-
ciente.

El traramiento de este tema obliga, sin embargo, a unas reflexiones:

Primera. El mapa municipal de Catalufia nos presenta un muy elevado nfimero de
municipios con una absoluta falta de capacidad de gestién para atender, con garantia
los servicios piblicos encomendados en esta materia. La superacién de dicha dificulead
pasa por la atribucién, con cardcter subsidiario o complementario, de estas funciones a
un ente local de cardcrer supramunicipal 0 a la misma Adminiscracién de la Generali-

dad.

Segunda. Ni la Administracién de la Generalidad ni la de los entes locales, con
pocas excepciones, destinan a esta funcién los recursos humanos, técnicos y econ6mi-
cos que serfan necesarios. La superacién de dicho déficit pasa, 16gicamente por mejo-
rar la organizacién y la colaboracién interadministrativa y por incrementar los recur-
s0s, pero también, y especialmente en los capitulos de la investigacién y la formacién,
por una mejor articulacién con la Universidad, las Escuelas Técnicas, la Formacién
Profesional y las empresas, y una mayor relacién de intercambio informativo con la
Administraci6n del Estado y con la Comunidad Econémica Europea.









